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INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARIOS E INTEGRACION LATINOAMERICANA, RECAIDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA EL "CONVENIO BASICO DE COOPERACION PARA EL DESARROLLO DE LAS TELECOMUNI�CACIONES SUSCRITO ENTRE CHILE Y VENEZUELA.





HONORABLE CAMARA:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informaros el proyecto del epígrafe, sometido a la consideración de la H. Cámara en segundo trámite constitucional.





ANTECEDENTES GENERALES.





El 10 de octubre de 1990, los Gobiernos de Chile y de Venezuela, suscribieron en Caracas, un tratado bilateral de cooperación para el desarrollo de las telecomunicaciones, análogo al celebrado con diversos países latinoamericanos, algunos de ellos ya incorporados al orden jurídico interno, como los celebrados con Uruguay y Colombia, promulgados por los decretos supremos Nº 344, de 1985, y Nº 358, de 1987, del Ministerio de Relaciones Exteriores, respectivamente.





Se trata de tratados �marco  o convenios básicos, que se fundan en el reconocimiento de la incidencia que tienen las telecomunicaciones en el desarrollo económico y social de los pueblos y en la integración de los mismos.





�
En ellos, los Gobiernos persiguen facilitar el intercambio de experiencias de gestión entre las Administraciones de Telecomunicaciones de los países signatarios; además, buscan acercar a las empresas operadoras para que al amparo de este tipo de tratados suscriban acuerdos específicos para el intercambio tecnológico, la ampliación de mercados o la prestación de asesorías técnicas, etc.





Según lo informado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, estos acuerdos se adoptan en reuniones binacionales de las Administraciones de Telecomunicaciones y/o de las empresas operadoras, y son especialmente considerados en reuniones internacionales en las que para alcanzar resoluciones favorables a nuestros intereses, se requiere de posiciones conjuntas de varios países. Por otro lado, cada vez que se suscriben estos tratados con países de la Región, se avanza en la integración latinoamericana.





Al tenor del artículo ó2 del decreto ley Nº 1.7ó2, de 1977, sustituido por el artículo 41 de la ley Nº 18.1ó8, corresponde al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, a través de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, representar al país, como Administración Chilena de Telecomunicaciones, ante la Unión Internacional de Telecomunicaciones y en la suscripción de los acuerdos sobre telecomunicaciones con otros Estados, sin perjuicio de las facultades del Ministerio de Relaciones Exteriores.





Precisamente, en las informa�ciones escritas proporcionadas por dicho Ministerio se indica que un tratado similar al suscrito con Venezuela, fue firmado el 20 de febrero de 1991, con Paraguay, y que pronto se hará lo mismo con Uruguay y Argentina.





�



El tratado en trámite se denomina "Convenio Básico de Cooperación para el Desarrollo de las Telecomunicaciones", una copia del cual se adjunta como documento anexo de este informe.





El H. Senado aprobó este instrumento por unanimidad, en su sesión del 9 de abril de 1991, en primer trámite constitucional.





II.	RESEÑA DEL TRATADO EN TRA


	Este	 instrumento consta de seis artículos que, en lo esencial, disponen lo siguiente:





En el artículo I, las Partes Contratantes se comprometen a procurar poner en ejecución o continuar explotando servicios de telefonía, telegrafía, télex y otros servicios de telecomuni-caciones, aprovechan�do los adelantos que se producen; para ello recurrirán a los medios de que disponen sus respectivas Administracio�nes o las empresas de explotación reconocida que operan en sus respectivos países.





Las informaciones que propor�cionó el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones señalan que las empresas privadas de explotación recono-ci�das por la Unión Internacional de Telecomunicaciones son:





En Chile: Télex Chile S.A.; Entel Chile S.A.; Compañía de Teléfonos de Chile S.A.; Texcom S.A., y VTR S.A. En Venezuela: el Instituto Postal Telegráfico de Venezuela (IPOSTEL) y la Compañía Anónima Nacional de Teléfonos de Venezuela.





�
En el artículo II, el Gobierno de Chile designa a la Subsecretaría de Telecomu-nicaciones, dependiente del Ministerio de Transportes y Telecomunica�ciones, como organismo técnico y de enlace, para el efecto de dar cumplimiento a lo estipulado en el Convenio; y Ve�nezuela designa a la Dirección General Sectorial de Comu�nicaciones del Ministerio de Transporte y Comunicaciones.





La designación chilena es armónica con lo dispuesto por el articulo 62 del decreto ley Nº 1.762, de 1977, ya señalado entre los antecedentes de este informe.





El artículo III enumera seis acciones para cuya realización las Partes Contratantes; es decir, los Gobiernos chileno y venezolano, se comprometen a efectuar los mejores esfuerzos. En lo fundamental, ellas son:





a) Establecer y mantener sus respectivas instalaciones de telecomunicaciones en perfectas condiciones de funcionamiento y operación.





b) Proporcionar los servicios de telecomunicaciones observando la normativa interna�cional y las leyes internas.





Esta disposición, que hemos reseñado sólo en lo fundamental, es armónica con el artículo 49 de la ley Nº 18.168, Ley General de Telecomunicaciones, que señala que la instalación, operación y explotación de los servicios de telecomunicaciones ubicados en el territorio nacional, se regirán por las normas de dicha ley y por los acuerdos y


convenios internacionales de telecomunicaciones vigentes en Chile; excluidos los servicios de televisión de libre recepción y los servicios limitados de televisión, los que se regirán por su legislación especial.





		La normativa internacional a


observar es	la emanada de la Unión Internacional de


Telecomunicaciones(UIT)y de 	la Interamericana de Telecomunicaciones(CITEL), organismo especializado de la Organización de Estados Americanos (OEA).Chile y Venezuela participan en ambas como Estados miembros.








c) Concertar acuerdos operati�vos conjuntos para fortalecer el desarrollo de las teleco�municaciones; especialmente en el área de cooperación técnica, investigación y desarrollo, complementación industrial y formación y capacitación de recursos humanos.





Dichos acuerdos operativos podrán ser celebrados tanto por los organismos técnicos y de enlace designados por los Gobiernos para el efecto de dar cumplimiento a este Convenio, como por las empresas de explotación reconocidas, según lo disponen los artículos IV y V, respectivamente.





Los acuerdos operativos que celebren las empresas estarán sujetos a la aprobación de las respectivas Administraciones Nacionales o Gobiernos, en caso que la legislación interna lo requiera.





Cabe hacer notar que, en todo caso, dichos acuerdos operativos requerirán en nuestro país de nueva aprobación legislativa si sus normas inciden en materias propias de ley, en virtud de lo dispuesto por el inciso segundo del Nº 1 del artículo 50 de la Constitución Política.





d) Definir posiciones comunes para participar en las organizaciones internacionales de telecomunicaciones, particularmente en la UIT y en la CITEL.





e) Comprometerse a apoyar y fortalecer a la Agencia Intergubernamental de Telecomuni�caciones de la OEA; según lo informado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, dicha Agencia corresponde a lo que también se denomina como CITEL; esto es, la Conferencia Interamericana de Telecomunicaciones.





f) Llevar a cabo cualquier otro proyecto de cooperación en el área de las telecomunicaciones.





	El artículo VI, finalmente, se


refiere a la vigencia, duración y denuncia del Convenio.





vigencia: se inicia en la fecha del canje de los instrumentos de ratificación.





	Duración:	será indefinida, a


menos que sea denunciado.








	Denuncia: procederá con una antelación de doce meses.











III. DECISION DE LA COMISION





Durante el estudio de esta iniciativa, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana contó con la participación del señor ministro de Transportes y Telecomunicaciones, don Germán Correa Díaz; del señor Subsecretario de Telecomunicaciones, don Roberto Pliscoff Vásquez, y del señor Jefe del Departamento de Asuntos Internacionales de dicha Subsecretaría, don Leonardo Gatica Villarroel.





El señor Ministro informó, en lo sustancial, que este Convenio se enmarca en principios generales de amistad y cooperación, que se desarrollan conforme a la legislación de cada país y a los acuerdos internacionales suscritos, principalmente, en el marco de la Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT).





Consultado acerca de la relación de las normas del tratado con la legislación chilena aplicable a la radiodifusión sonora y televisiva, indicó que estas actividades se rigen, en general, en cada país, por las normas internas, y por los acuerdos y recomendaciones de la UIT sobre la materia; en especial, respecto a la asignación de frecuencias. Recordó que los medios de radiodifusión se otorgan en Chile a través de concesiones; los sonoros a través del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y, los televisivos, a través del Consejo Nacional de Televisión.





Consultado también sobre la reciente modificación a la Ley General de Telecomuni-cacio�nes, aprobada por el Congreso Nacional, y su posible


relación con el Convenio señaló que dicha normativa se relaciona exclusivamente con las infracciones y sanciones en que pueden incurrir los particulares que pongan en operación y funcionamiento servicios de telecomuni-caciones sin la competente autorización de la autoridad de telecomunicaciones. Agregó que elevan a la categoría de delitos de acción pública, la operación y explotación de servicios de telecomunicaciones de libre recepción o de radiodifusión sonora y televisiva, como asimismo, a quien permita que en su domicilio, residencia, morada o medio de transporte, operen estos servicios.





Por otra parte, penalizan como delito la interferencia, intercepción o interrupción de un servicio de telecomunicaciones.





Las demás infracciones a las leyes de telecomunicaciones, no constitutivas de los delitos señalados, constituyen infracciones de las que conocerán los Juzgados de Policía Local, a requerimiento de la Subsecretaría de Telecomunicaciones.





Todas estas disposiciones son de aplicación territorial y, por consiguiente, no se extienden a las vinculaciones a que se obligarían ambos países una vez que ratifiquen el convenio en trámite.





Destacó que el principal aporte que la Administración Chilena de Telecomunica-ciones puede hacer a su Contraparte venezolana es la experiencia nacional en la privatización de los servicios de telecomu�nicaciones; además, precisó que las áreas de acción inme�diata de esta cooperación bilateral, serán las del desarrollo tecnológico; de gestión del espectro radioeléc�trico; de capacitación de personal y la acción común en los organismos internacionales, regionales y mundiales.





�
Finalmente, hizo notar que este instrumento internacional busca la cooperación bilateral en aspectos técnicos de las telecomunicaciones, sin entrar en los contenidos de ellas, por escapar a la competencia de su Secretaría de Estado.





Vistos los antecedentes expuestos y atendido el contenido normativo del tratado, vuestra Comisión decidió, por unanimidad, proponeros su aprobación mediante el proyecto de acuerdo que os sugiere a continuación.





IV.	TEXTO DEL PROYECTO DE ACUERDO SUGERIDO POR COMISION.





Vuestra Comisión os propone aprobar el proyecto de acuerdo en los mismos términos en que los hizo el H. Senado; es decir:








Artículo único.� Apruébase el "Convenio Básico de Cooperación para el Desarrollo de las Telecomunicaciones", suscrito entre los Gobiernos de Chile y Venezuela, en Caracas, el 10 de Octubre de 1990.".





V.	DESIGNACION DE DIPUTADO INFORNANTE.





La Comisión acordó, por unanimidad, designar Diputado Informante al señor Diputado don Sergio Pizarro Mackay.





�
También, por unanimidad, acordó designar Diputado Informante alterno al señor Diputado don Carlos Dupré Silva, para el caso en que el Diputado señor Pizarro Mackay no pueda, por cualquier causa, cumplir su cometido.








Acordado en sesión celebrada el día 22 de octubre y el 5 de noviembre de 1991, con asistencia de los señores Pizarro Mackay, don Sergio (Presidente); Dupré Silva, don Carlos; Faulbaum Mayorga, don Dionisio; Kuzmicic Calderón , don Vladislav; Le Blanc Valenzuela, don Luis; Longton Guerrero, don Arturo; Maluenda Campos, doña María; Mekis Martínez, don Federico; Morales Adriasola, don Jorge; Ribera Neumann, don Teodoro; y Yungue Bustamante, don Guillermo.








	SALA DE LA COMISION a 5 de Noviembre de 1991














FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA


Secretario de la Comisión
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